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Resumen: en este artículo, el autor analiza el modo en que los 
jueces en Iberoamérica redactan sus sentencias y cómo la ga-
rantía del debido proceso exige que tales sentencias se redacten 
de modo claro a fin de evitar la pérdida de confianza en el rol 
de los jueces en la sociedad democrática.
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El Poder Judicial tiene, como misión primaria y fundamental, 
resolver los casos que le son presentados a su decisión, admi-
nistrando justicia de un modo imparcial. En el caso argentino, 
su Constitución —siguiendo el modelo de la constitución nortea-
mericana—1 establece con precisión que “corresponde al Poder 
Judicial de la Nación el conocimiento y decisión de todas las cau-
sas que versen sobre puntos regidos por la Constitución y las le-
yes […]”.2 Esta potestad es, en el caso argentino, exclusiva de los 
tribunales. Así, el artículo 18 de la Constitución señala que “es 
inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos”.

Vivimos en un mundo litigioso. La existencia de conflictos 
entre los individuos sobre el alcance de sus respectivos derechos 
es tan antigua como la humanidad. Frente a la fuerza física como 
dirimente de las disputas, surge la necesidad de encontrar un ter-
cero imparcial que dirima la controversia, evitando así la arbitra-
riedad.

Tradicionalmente, la potestad de administrar justicia estaba 
en cabeza del rey “Dios o su representante”, sobre cuya sabiduría 
no se duda. Dios es infinitamente justo3 y, por lo tanto, sus de-
cisiones no son cuestionadas ni requieren explicación, sino solo 
deben ser aceptadas. La Biblia relata el episodio del rey Salomón, 
a quien Dios le había concedido el don de sabiduría,4 fallando en-
tre dos mujeres que se disputaban la maternidad sobre un niño: 
“Todo Israel oyó hablar de la sentencia que había pronunciado el 

1	 Constitución de los EE.UU., art. III, Sec. 2.
2	 Constitución de la Nación Argentina, art. 116.
3	 “El Señor es justo en todos sus caminos y bondadoso en todas sus obras” 

(Salmos 145:17). Incluso el preámbulo de la Constitución Argentina hace 
referencia a este principio, al invocar la protección de Dios, “fuente de toda 
razón y justicia”.

4	 1 Reyes 3:9-12.
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rey; y sintieron por él un gran respeto, porque vieron que había 
en él una sabiduría divina para hacer justicia”.5 La misma regla 
aplicaba cuando la justicia era impartida a nombre de un monar-
ca absoluto, quien no tiene por qué dar cuenta de sus acciones.

Sin embargo, al cambiar las ideas sobre el origen del poder 
temporal, separándolo de sus connotaciones divinas y asumien-
do la falibilidad humana, surge la necesidad “como un elemento 
integrante del llamado “debido proceso legal” “de que las decisio-
nes judiciales, a fin de minimizar el error y evitar la parcialidad, 
sean motivadas y fundadas en derecho, y no se encuentren solo 
fundadas en la mera voluntad del juez.6 Por ello, desde el siglo 
xv, a la imagen de la justicia se la representa típicamente con 
una venda en los ojos, para que esta, al juzgar, pueda evaluar los 
méritos del caso llevado ante sus estrados con imparcialidad y sin 
atender a las particularidades de los litigantes, desarticulando así 
aquel consejo que el político y poeta argentino José Hernández 
pone en boca del ladino consejero Viejo Vizcacha en el poema 
gauchesco Martín Fierro: “Hacete amigo del juez // no le des de 
que quejarse // y cuando quiera enojarse // vos te debés encoger, 
// pues siempre es güeno tener // palenque ande ir a rascarse”.7

De este modo, la sentencia se transforma en actora principal 
del proceso judicial.

Así, se ha sostenido que los jueces son escritores profesiona-
les, designados por el pueblo “al cual representan” para resolver 
por escrito las controversias que se le plantean y explicar las ra-
zones que motivan la decisión, transformando ellas en reglas de 
derecho.8

5	 1 Reyes 3:28.
6	 Ya la Carta Magna del año 1215, en su artículo 39 disponía que: “Ningún 

hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o privado de sus derechos o 
de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni desterrado o privado de su rango 
de cualquier otra forma, ni usaremos de la fuerza contra él ni enviaremos a 
otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia judicial de sus pares y con 
arreglo a la ley del reino”.

7	 Hernández, José, La Vuelta de Martín Fierro, §758.
8	 Aldisert, Ruggero J., “Opinion writing and opinion readers”, 31 Cardozo 

Law Review, núm. 1, 2009.
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Si bien el modo de redacción de una decisión judicial depen-
de esencialmente del sistema jurídico en el cual se dicta, existen 
ciertas reglas y principios comunes. La primera de ellas es que 
la sentencia debe resolver la causa que es sometida al juez me-
diante una decisión que constituya una derivación razonada del 
derecho vigente9 aplicable al caso y conforme las pruebas produ-
cidas, eliminando así la arbitrariedad o, al menos, reduciéndola a 
límites tolerables).10

Las sentencias oscuras, farragosas, no hacen sino generar 
desconfianza en los individuos, quienes llegan a pensar que bajo 
esa catarata de términos incomprensibles solo se esconde el in-
tento de proteger al poderoso.11

La sentencia judicial, como acto de gobierno originado en un 
poder del estado, debe ser pública y comprensible para todos, 
letrados y legos.12 Solo así se satisface el principio republicano 

9	 Sobre el contenido y carácter de la argumentación judicial en la senten-
cia y sus diferencias, por ejemplo, con la argumentación parlamentaria, así 
como las diferencia en la argumentación entre tribunales de instancia y 
tribunales constitucionales, ver Atienza, Manuel, “Argumentación y Cons-
titución”, Anuario de Filosofía del Derecho, Madrid, 2007, p. 197.

10	 Es casi un lugar común referirse a la anécdota que cuenta el encuentro 
entre Learned Hand y el juez Holmes de la Corte Suprema de los Estados 
Unidos: “Recuerdo que un sábado en que la Corte estaba por entrar en 
acuerdo y yo estaba con el juez Holmes […]. Cuando nos separamos y con 
la intención de provocar su respuesta, le dije: “Hasta luego, señor. ¡Haga 
justicia! Se volvió bruscamente hacia mí y me dijo: ”Ese no es mi trabajo. 
Mi trabajo es jugar el juego conforme las reglas’” (citado por Herz, Michael, 
“Do Justice!”: Variations of a thrice-told tale, 82 Virginia Law Review 111, 
1996).

11	 En Argentina, por ejemplo, una reciente encuesta desarrollada en noviem-
bre de 2023 por la ONG FORES, Foro de Estudios sobre la Administración 
de Justicia, junto con la Universidad Torcuato Di Tella, señaló que el 88% 
de la población cree que la justicia es poco o nada independiente, y el 90% 
considera que es poco o nada honrada y honesta (FORES-UTDT, Índice 
de confianza en la Justicia, noviembre 2023, https://www.utdt.edu/download.
php?fname=_170127042951182200.pdf 

12	 Atienza señala que “sería inaceptable, por ejemplo, que [los tribunales 
constitucionales] fundamentasen sus decisiones en términos muy forma-
listas, o haciendo una amplia utilización de tecnicismos jurídicos o dificul-
tando de cualquier manera (una manera de hacerlo es dar a las sentencias 
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y la vigencia del estado de derecho. Como ha señalado la XVIII 
Cumbre Judicial Iberoamericana:

La legitimidad de la judicatura está ligada a la claridad y calidad de 
las resoluciones judiciales, y constituye un verdadero derecho fun-
damental (debido proceso). La motivación cumple, además de dar 
razones a las partes, una función política, extraprocesal, directa-
mente conectada con los Derechos Humanos, de permitir el control 
social y ciudadano, aunque sea difuso, de la actividad jurisdiccio-
nal.13

Esta Cumbre, analizando un conjunto de sentencias dictadas 
por tribunales de la región, llegó a una dramática conclusión. Se-
gún el estudio, entre otras deficiencias, se advierten:

•	 Uso de palabras con significados conocidos solo por juris-
tas, que no se han incorporado al léxico común.

•	 Utilización de términos anacrónicos, expresiones excesi-
vamente técnicas y sobreabundancia del uso del latín.

•	 Utilización de giros retóricos innecesarios u obsoletos en 
la lengua de uso general.

•	 Redacción en tercera persona.
•	 Uso de expresiones oscuras y redundantes.
•	 Redacción barroca, con un uso abusivo del hipérbaton 

(trastrocamiento del orden sintáctico normal de las ora-
ciones de sujeto, verbo y predicado).

•	 Uso excesivo de las oraciones subordinadas e incidenta-
les, que dificulta la lectura y la comprensión de la idea 
que se quiere expresar.

•	 Exceso de transcripción de citas de doctrina y jurispru-
dencia.

La situación es compleja y requiere, en primer lugar, tomar 
conciencia acerca de la existencia del problema. En un trabajo 
sobre el caso mexicano se señala que: “las sentencias producidas 

una exagerada extensión) su fácil comprensión por una persona de cultura 
media y sin especiales conocimientos jurídicos” (Atienza, Manuel, op. cit.).

13	 XVIII Cumbre Judicial Iberoamericana —Segunda Ronda de Talleres— Co-
lombia, mayo de 2015, Grupo de Trabajo: Justicia y Lenguaje Claro: por el 
derecho del ciudadano a comprender la Justicia (transcripción parcial).
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por los tribunales mexicanos no se entienden; pero lo peor es 
que a muchos de sus protagonistas (los jueces) no les importa 
demasiado”, ya que existe una tendencia a que “solo se considera 
profundo lo que resulta de difícil comprensión”.14

Estos defectos “que, cierto es decir, no solo se observan en 
nuestra Iberoamérica” conspiran contra una decisión judicial 
accesible al ciudadano.15 Y, lamentablemente, no solo afectan al 
individuo cuyo caso es resuelto de modo incomprensible por el 
tribunal, sino que trasciende a este, con notoria afectación del 
estado de derecho. En efecto, la claridad que se exige a la ley 
a fin de que el individuo pueda orientar de un modo adecuado 
su conducta dentro de las reglas de juego de la convivencia en 
una sociedad democrática, se extiende también a la decisión ju-
dicial,16 sea que nos encontremos en un sistema que siga la regla 
del precedente vinculante (en donde este aspecto adquiere tal 
vez más importancia17), o sea que nos encontremos en un siste-
ma en donde la sentencia solo posee fuerza de convicción como 
fuente material, como es el caso en Argentina y en buena parte 
de Iberoamérica. Porque al aplicar la ley escrita, que brinda la 
primera pauta interpretativa “pero de ningún modo la última”, no 

14	 Lara Chagoyán, Roberto, “Sobre la estructura de las sentencias en Méxi-
co: una visión crítica y una propuesta factible”, Quid Iuris, año VI, vol. 12, 
UNAM.

15	 A fines de analizar la claridad de las sentencias, es necesario también con-
siderar la sociología de las diferentes sociedades en las cuales se emiten las 
decisiones. Así, por ejemplo, Michael Wells compara el modo expositivo 
que siguen las sentencias norteamericanas con el modo deductivo utilizado 
por los jueces franceses, considerando las distintas percepciones que am-
bas sociedades tienen respecto al rol de los jueces. Wells, Michael, French 
and American Judicial Opinions, 19 Yale J. Int’l L., 1994, http://digitalcom-
mons.law.yale.edu/yjil/vol19/iss1/3 

16	 Ver Owens, Ryan J. y Wedeking, Justin, “Justices and Legal Clarity: 
Analyzing the Complexity of Supreme Court Opinions”, Law and Society 
Review, vol. 45, núm. 4, 2011.

17	 “[Las Cortes Supremas o de Casación,] tienen la función de, a través de los 
precedentes vinculantes, atribuir sentido al derecho para guiar la conducta 
social y preservar la seguridad jurídica e igualdad”. (Delgado Suárez, Chris-
tian, “Sobre los modelos de cortes supremas y la revocación de preceden-
tes”, Revista Iberoamericana de Derecho Procesal, vol. 3, año II, São Paulo, 
2016, pp. 15-39.).
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podemos olvidar las palabras del célebre juez Marshall de la Cor-
te Suprema de los Estados Unidos al resolver la causa Marbury v. 
Madison: “Decir qué es la ley es, enfáticamente, la competencia 
y la obligación del departamento judicial. Aquellos que aplican 
la regla al caso particular deben, necesariamente, exponer e in-
terpretar aquella regla”,18 principio expandido un siglo más tarde 
por otro Chief Justice de aquel tribunal, Charles Evans Hughes: 
“Estamos sometidos a una Constitución, pero la Constitución es 
lo que los jueces dicen que es, y el poder judicial es la salvaguar-
dia de nuestra libertad y de nuestra propiedad bajo la Constitu-
ción”.19

Pero una sentencia, ¿busca algo más que resolver el caso? 
Consciente o inconscientemente, toda sentencia, más allá de las 
discusiones sobre el activismo o la autolimitación judicial, como 
del sistema jurídico dentro del cual la misma se dicta, trasciende 
el caso en el cual ha sido dictada. Como ha señalado Laurence 
Tribe, la decisión judicial no solo resuelve el caso concreto, sino 
que altera el contexto y las relaciones jurídicas que están siendo 
juzgadas.20 Refiriéndose a las sentencias de la Corte Suprema de 
los Estados Unidos, expresa:

La Corte Suprema es parte del mundo que contribuye a crear. 
Ningún caso importante realmente termina cuando termina. Los 
ganadores y perdedores pueden irse a sus casas, pero las reverbe-
raciones de la decisión del tribunal continúan, generando nuevas 
controversias que retornarán a una Corte que ha sido en si misma 
modificada por el alterado paisaje legal y cultural.21

De este modo, una sentencia redactada en términos claros (y 
no por ello menos profundos) permite un mejor y más acabado 
conocimiento de la ley por los ciudadanos, transparenta la deci-

18	 5 U.S. 137 (1803).
19	 Discurso pronunciado en la Cámara de Comercio de Elmira, Nueva York, 

el 3 de mayo de 1907, publicado en Addresses and Papers of Charles Evans 
Hughes, Governor of New York, 1906–1908, 1908, p. 139.

20	 Tribe, Laurence, The curvature of constitutional space: what lawyers can 
learn from modern physics, 103 Harv. L. Rev. 1, 1989.

21	 Tribe, Laurence. Uncertain Justice (Kindle Locations 5908-5911). Henry 
Holt and Co. Kindle Edition, 2014.
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sión, reduciendo las ambigüedades e incrementando la confianza 
en la justicia y en sus actores, alejando así las sospechas de co-
rrupción.22

Una sentencia clara permite también al ciudadano prever el 
modo en que los jueces aplicarán a futuro la regla de derecho. El 
padre de la escuela del realismo jurídico, Oliver Wendell Holmes 
señalaba en su célebre artículo “La senda del derecho” que en su 
opinión el derecho no es sino la “profecía acerca de lo que los 
tribunales harán en el caso concreto, nada más ni nada menos”.23 
Más allá que la postura de Holmes pueda ser considerada exa-
gerada, lo cierto es que el principio de igualdad ante la ley y las 
exigencias de la seguridad jurídica requieren la aplicación con-
sistente de la norma: los casos similares deben ser resueltos por 
los jueces de igual modo y, en caso de apartamiento, deben darse 
razones suficientes que lo justifiquen.24 En este sentido, es fuer-
temente criticable la mecánica utilizada tantas veces por la Corte 
Suprema de Argentina para intentar justificar sus frecuentes os-
cilaciones jurisprudenciales solamente con la expresión “que esta 
Corte, en su actual composición, no comparte el criterio sentado 
[…]”,25 sin intentar brindar argumentos novedosos y generando 

22	 “Considerando la supremacía de la ley como un medio para definir el acce-
so a los derechos, obligaciones y recursos, y para definir la relación entre 
individuos, entre individuos y entidades comerciales, y entre individuos 
y el estado, tanto asegurar que la información sobre la ley se encuentre 
libremente disponible y que el acceso al sistema de justicia sea universal 
son requisitos cruciales para una sociedad justa. Por otra parte, la falta de 
claridad de la ley y del modo en que esta es aplicada genera corrupción, 
desprecia la gobernabilidad y propicia la ilegalidad”. Waye, Vicki, Who Are 
Judges Writing For?, 34 UWA Law Review, 2009.

23	 Holms, Oliver Wendell, The Path of the Law, 10 Harv. L. Rew. 457, 1897.
24	 Ver, entre otros, Dalla Vía, Alberto, La seguridad jurídica: Instrumento y va-

lor de la Magistratura, Facultad de Derecho, Universidad de Buenos Aires, 
2010.

25	 Ver, entre otros, Fiorentino, Fallos 306:1752. La Corte Suprema argentina 
también utiliza frecuentemente esta muletilla (pero en sentido inverso) 
cuando su composición se ha modificado, para expresar su conformidad 
con jurisprudencia sentada anteriormente (ver, por ejemplo, entre muchos 
otros y solo citando los últimos años: Colgate-Palmolive Argentina S.A. y 
Otros c/Buenos Aires, Provincia de s/Acción Declarativa de Inconstitucio-
nalidad (C. 721. XXXIX. ORI - 2013); Unilever de Argentina S.A. c/Buenos 

| 290 

Alfredo M. Vítolo



una notoria afectación de la seguridad jurídica, como si el solo 
cambio de la composición del cuerpo pudiera ser motivo para la 
modificación de los criterios jurídicos que deben guiar el obrar 
de los ciudadanos. Las reglas del stare decisis y la necesidad de 
distinguir los casos diferentes, se constituyen en premisas indis-
pensables de toda decisión judicial, a fin de garantizar la igualdad 
entre quienes se encuentran en situaciones similares.26

En una sociedad descreída de la justicia, en donde la idea de 
una justicia “ad-hoc” según la persona involucrada en el caso 
prevalece,27 la previsibilidad y estabilidad de las decisiones ju-
diciales reviste una trascendental importancia a fin de asegurar 
la calidad institucional28 y el principio de igualdad ante la ley. Y 
para ello, la claridad de la decisión resulta una pauta fundamen-
tal. Como ha expresado el juez Breyer de la Corte Suprema de 
los Estados Unidos, una sentencia clara, en términos fácilmente 
comprensibles para los individuos, constituye uno de los aspec-
tos fundamentales que ayudan a mantener alta la valoración del 
accionar de los jueces.

Aires, Provincia de s/Ordinario (U. 58. XXXV. ORI - 2009); Insaurralde, 
José Amado c/Estado Nac. Ministerio De Defensa - Ejército Argentino s/
Daños y Perjuicios (Fallos: 332:767); Torrillo Atilio Amadeo y Otro c/Gulf 
Oil Argentina S.A. y otro s/Daños y Perjuicios (Fallos 332:709)). En el 
Perú también se ha dado esta discusión:  mientras García Toma sostiene 
que el cambio de un precedente se encuentra justificado “cuando tras la 
renovación de los miembros del órgano jurisdiccional se compruebe una 
nueva y diferente cosmovisión de los magistrados que suceden a los ante-
riores” (Víctor García Toma. Las sentencias constitucionales. El precedente 
vinculante, en Tupayachi Sotomayor, Jhonny, El precedente constitucional 
vinculante en el Perú, Lima, ADRUS, 2009, p. 62), Christian Delgado sostie-
ne lo contrario (Delgado Suárez, Christian, op. cit.).

26	 “[L]a regla según la cual los casos parecidos deben decidirse aplicando la 
misma norma jurídica, responde a un principio de justicia inserto en la 
tradición jurídica occidental”. (Requejo Pagés, Juan Luis, “Juridicidad, pre-
cedente y jurisprudencia”, Revista Española de Derecho Constitucional, año 
10, núm. 29, mayo-agosto, 1990).

27	 Atienza, Manuel, op. cit.
28	 Esta es una de las razones que justificó el proyecto Justicia 2020, llevado 

adelante en nuestro país por el gobierno nacional durante la presidencia de 
Mauricio Macri a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de 
la Nación, http://www.bibliotecadigital.gob.ar/items/show/2157 
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Otro de los elementos que debe ser tenido en cuenta por el 
juez al dictar sentencia es la necesidad de equilibrar en la deci-
sión las veleidades de doctrinario con los argumentos que llevan 
a resolver el caso concreto. La sentencia, más allá de su valor 
como fuente de derecho,29 lejos está de ser una monografía ju-
rídica. De allí que el juez, al emitir su decisión, debe ceñirse a 
las circunstancias del caso, maximizando y focalizando la ratio 
decidendi, el cómo y porqué se llega a la decisión, y minimizan-
do los muy frecuentes dicta. Es necesario tener en cuenta que 
el juez en su sentencia está resolviendo un caso, y no dictando 
una conferencia. El acrecentamiento de la longitud de las senten-
cias judiciales es un fenómeno mundial, producto en gran me-
dida -pero no como única razón” de los adelantos tecnológicos 
(sistemas de procesamiento de texto que permiten la técnica de 
“cortar y pegar”, el mayor acceso a la información y bibliografía 
disponible por internet, la asistencia con la que cuentan los jue-
ces para investigación y redacción de proyectos de sentencias, 
etc.) y no ha redundado en una mejora de la calidad de las sen-
tencias. Las razones que motivan este fenómeno son variadas, y 
van desde las dudas que pueda tener el magistrado acerca de su 
propio razonamiento, lo que lo lleva a buscar múltiples apoyos 
de su decisión como modo para reducir las potenciales críticas, 
hasta la vanidad de querer mostrar erudición académica. La dis-
cusión de puntos de vista alternativos a la decisión adoptada, la 
crítica a otras decisiones jurisprudenciales o a posturas doctri-
narias, o los análisis sobre la evolución de los institutos jurídicos 
en la historia, así como la sobrefundamentación y el abuso del 
recurso a citas de terceros, cuando resultan innecesarios para 
justificar la decisión adoptada, son ajenos a la decisión y deben 
quedar ”como regla y salvo muy contadas excepciones” fuera del 
contenido de la sentencia y reservados exclusivamente al ámbito 
de la academia. Paradójicamente, como señala Vicki Waye refi-
riéndose al caso australiano, pero en regla que puede extenderse 
a nuestro sistema:

29	 Esta característica de la sentencia como fuente se ve más clara en los siste-
mas que siguen la regla del precedente obligatorio (ver, Landa, César, “Los 
precedentes constitucionales: el caso del Perú”, Anuario Iberoamericano de 
Justicia Constitucional, núm. 14, Madrid, 2010, pp. 193-234).
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Parece que cuanto más importante y controvertido es un caso, más 
larga es la exégesis requerida para justificar el resultado. Irónica-
mente, sin embargo, cuanto mayor sea la repercusión que probable-
mente un caso tenga en la sociedad, menor es la probabilidad que 
este sea digerible para la persona común y mayor la dependencia de 
este en los informes de prensa, muchas veces hostiles a lo que los 
jueces pretendían.30

Como señala una de las principales autoridades en materia de 
redacción judicial en los Estados Unidos, los jueces que escriben 
de este modo sobreabundante y expansivo:

confunden la decisión judicial que no es sino una exposición de las 
razones que explican cómo y porqué se adopta una determinada 
decisión, con artículos de revistas jurídicas, tratados o conferen-
cias brindadas a audiencias profesionales en facultades de derecho, 
asambleas universitarias, reuniones de colegios de abogados o con-
ferencias judiciales. Entre los jueces, este estilo es conocido como 
“en la búsqueda de la nominación para la Corte Suprema”.31

Olvidando que los destinatarios principales de la sentencia 
son los justiciables que han llevado el caso a sus estrados. De allí 
que la pregunta que debe hacerse el juez al fallar es: ¿entenderán 
las partes del caso, legas, las razones de la decisión? En la opinión 
citada: “el exceso de citas, el exceso de notas al pie y el exceso de 
pedantería, hinchada e incómoda, son tres poderosos jinetes que 
conspiran contra el único propósito que debe tener todo juez: co-
municar persuasivamente un argumento al lector de la decisión”.

De modo parecido, se ha sostenido en México:

Debe celebrarse que un juez se prepare y lea toneladas de informa-
ción para contar con el conocimiento suficiente o, al menos para 
refrescar su memoria, a la hora de resolver un conflicto. Pero esto, 
que podría quedar escrito en el cuaderno de trabajo o de apuntes 
del juez, no tendría por qué quedar plasmado en la sentencia.32

30	 Holms, Oliver Wendell, op. cit.
31	 Aldisert, Ruggero J., op. cit.
32	 Lara Chagoyán, Roberto, op. cit.
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Estos problemas se ven potenciados en los casos en donde 
la decisión proviene de tribunales colegiados. Dos son, esencial-
mente los modelos teóricos sobre este punto: el modelo conti-
nental, de base francesa, en donde la decisión que se expone al 
público es unívoca e impersonal, sin que se admitan (hacia el 
exterior) otros razonamientos; y el modelo norteamericano de 
opiniones separadas que, al decir de Fernández Segado, “no solo 
engloban el supuesto de disidencia, sino también el de concu-
rrencia”.33 En el primero de los sistemas prevalece la idea de co-
legialidad y, normalmente, lleva a análisis jurídicos más acotados, 
en la búsqueda de acomodar las diferentes visiones que, sobre un 
mismo tema, pueden tener los integrantes de un tribunal cole-
giado. En el caso de opiniones separadas, los votos concurrentes 
y disidentes normalmente adoptan posturas más audaces sobre 
los puntos legales en disputa, asemejándose más a monografías 
jurídicas.34 El propio sistema argentino, a nivel federal, navega 
entre ambas posturas: mientras para la decisión de las cámaras se 
estipula que cada juez funda su voto por separado,35 se establece 
que la decisión de la Corte Suprema se expresa en forma imper-
sonal, sin perjuicio de que los jueces disidentes puedan expresar 
sus votos separados.36

Uno de los elementos que determinan este diferente enfoque 
viene dado por las diferentes fuentes principales del derecho y el 
modo de enseñanza de este en las universidades: mientras que el 
modelo de enseñanza en el sistema anglosajón, con fundamento 
en el common law “el derecho común que se manifiesta a través 
de la decisión judicial“ se basa en el análisis de las decisiones 
judiciales, a fin de extraer de ellas los principios generales; el mo-

33	 Fernández Segado, Francisco, La evolución de la justicia constitucional, Dy-
kinson, p. 1187.

34	 Esta visión, sin embargo, no es aceptada por todos. Así, por ejemplo, se ha 
sostenido que “todo tribunal colegiado, probablemente, comparte la regla 
de que es mejor acordar que disentir, y que una mayoría amplia es me-
jor que una más acotada. Existe un esfuerzo tácito, pero eficaz, hacia el 
consenso”. Zahle, Henrik, Judicial Opinion Writing in the Danish Supreme 
Court, Scandinavian Studies in Law, 2012.

35	 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Argentina (CPCC) art. 271.
36	 CPCC art. 281.
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delo continental, con fundamento en la ley, privilegia el estudio 
de tratados y artículos de doctrina, que interpretan aquella y cu-
yos principios son concretizados en la decisión judicial.

Del mismo modo, mientras que en modelo anglosajón se 
considera que las visiones contrapuestas sobre el derecho son 
centrales en el discurso democrático y de allí la trascendencia 
de las concurring opinions y de las dissenting opinions para con-
formar doctrinas que vayan obteniendo consensos fuertemente 
mayoritarios que brinden estabilidad a las decisiones,37 el mo-
delo silogístico deductivo francés, con largos considerandos (en 
lo que se asemejan a las sentencias emitidas en Argentina), y el 
carácter impersonal de las decisiones son vistos como elemen-
tos necesarios para asegurar la independencia e imparcialidad de 
los jueces, a la vez que se considera que las disidencias debilitan 
considerablemente la autoridad de la decisión.38 De allí que se 
busque limitar el rol de los jueces como intérpretes del derecho, 
transformándolo en solo “la boca que pronuncia las palabras de 
la ley, seres inanimados que no pueden mitigar la fuerza y el rigor 
de la ley misma”,39 y justificando con ello el rol de los tribunales 
de casación.

Afortunadamente, los estados del continente parecen estar 
tomando conciencia del problema. A los cada vez más fuertes 
reclamos para que se asegure la independencia de la judicatura, 
se suman los intentos para mejorar la calidad de las decisiones 
judiciales.

En 2015, la Corte Suprema de Chile creó, dentro de su ám-
bito, la Comisión Lenguaje Claro, con la finalidad de promover 
su uso en el Poder Judicial, reconociendo el papel que este tie-

37	 Para Wells, Michael, op. cit., la necesidad en el sistema norteamericano de 
que las decisiones judiciales consistan en opiniones razonadas responde a 
cuatro razones fundamentales: (i) la decisión judicial debe servir de guía 
para la resolución de casos futuros; (ii) debe ser persuasiva, demostrando a 
los demás miembros del tribunal, a las partes, y a la comunidad en general 
la corrección de la decisión a la que se arriba; (iii) permite un mejor con-
trol de la acción judicial (judicial accountability) reduciendo los riesgos de 
mal desempeño; y (iv) legitimación democrática.

38	 Idem.
39	 Montesquieu, El espíritu de las leyes, Libro XI, capítulo VI.
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ne en el acceso a la justicia del ciudadano.40 En forma similar, 
en Argentina, su Corte Suprema aprobó, en octubre de 2023, los 
“Lineamientos Generales de Sentencias Claras”,41 y su Consejo 
de la Magistratura, el 29 de mayo pasado, adoptó las “Pautas lin-
güísticas para la redacción de providencias, comunicaciones y 
despachos claros” y las “Pautas lingüísticas para la redacción de 
sentencias y resoluciones claras”, señalando que:

1) Los derechos constitucionales de acceder a una tutela judicial 
efectiva y a peticionar ante las autoridades […] deben atender� al 
derecho de los justiciables y administrados a comprender las reso-
luciones en tanto factor constitutivo de la garantía del debido pro-
ceso;

2) Que la claridad y facilidad de lectura de las providencias, reso-
luciones, notificaciones y publicaciones que dicta este Poder Judi-
cial de la Nación� resultan elementos esenciales para cumplir con el 
principio de publicidad de los actos de gobierno;

3) Que el lenguaje claro válidamente puede ser presentado como 
sinónimo de transparencia, acceso a la justicia y participación de la 
ciudadanía.42

En el ámbito regional, también merece destacarse el estable-
cimiento en 2022 de la Red Panhispánica de Lenguaje Claro y Ac-
cesible, a partir del acuerdo entre la Real Academia Española, la 
Corte Suprema de Justicia de la Chile y la Red de Lenguaje Claro 
Chile con el propósito de “fomentar el lenguaje claro y accesible 
como fundamento de los valores democráticos y de ciudadanía, 
así como promover el compromiso de las autoridades para asegu-
rarlo en todos los ámbitos de la vida pública”. A la cual han adhe-
rido diversos tribunales e instituciones jurídicas del continente.43

40	 Comisión de Lenguaje Claro, https://www.pjud.cl/comision-lenguaje-claro
41	 Resolución núm. 2640/2023, https://lenguajeclaro.jusbaires.gob.ar/app/

uploads/2023/10/RESOLUCION-2640-2023-csjn-lenguaje-claro.pdf
42	 Consejo de la Magistratura de la Nación Argentina, Resolución 204/2024, 

https://consejomagistratura.gov.ar/index.php/2024/06/05/el-conse-
jo-aprobo-pautas-linguisticas-para-la-redaccion-clara-en-la-tarea-judicial/ 

43	 RAE, https://www.rae.es/la-institucion/red-panhispanica-de-lenguaje-cla-
ro-y-accesible
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Estas reflexiones lejos están de agotar el tema y solo tienen 
como intención llamar la atención sobre una cuestión que no ha 
merecido mayor debate en nuestra doctrina y que requiere un 
profundo debate, toda vez que la defensa en juicio de los dere-
chos individuales, o la “tutela judicial efectiva” como lo denomina 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos,44 exige que 
la decisión judicial que dirime nuestros derechos posea calidad 
institucional, alejando sospechas de arbitrariedad o favoritismo.
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